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Me siento muy satisfecho de poder celebrar un año más, en mi tierra, 
en Andalucía, el aniversario de la Constitución Española. Y me es 
particularmente grato poder hacerlo en un acto en el que se reconoce la 
gran labor de los tres premiados de esta noche, puesto que todos ellos, 
desde sus muy diferentes ámbitos de actuación, reciben un merecido 
reconocimiento, por sus servicios a la sociedad y su permanente y 
profundo compromiso con los valores constitucionales de la libertad, la 
justicia y la igualdad.  
 
Gracias, General Valderrábano; gracias, Rosario Valpuesta; y gracias, 
Iñaki Gabilondo, por vuestra trayectoria y por tanto que habéis dado a 
esta tierra y a esta sociedad. Para mí, es un auténtico honor poder 
compartir con ustedes, la conmemoración de las más de tres décadas 
de la España de la libertad, del progreso y de la modernidad. 
 
Nuestra Constitución, nos trajo la democracia y ha crecido con ella. 
Proclamó la garantía de la libertad y la seguridad. Ha sabido guiarnos 
en momentos de tensión y de conflicto. Consagró el reconocimiento de 
nuestra consustancial diversidad territorial y ha permitido que 
ordenáramos su alcance y que fuéramos capaces de integrarla en 
objetivos comunes.  
 
Al mismo tiempo, abrió nuestro país a Europa y a un orden 
internacional basado en los derechos humanos, en el que hemos 
podido integrarnos plenamente, cumpliéndose, así, el sueño de muchas 
generaciones de españoles. 
 
Hace apenas tres días ha entrado en vigor el Tratado de Lisboa, y pese 
a la distancia de los años, nuestra Constitución y el recién estrenado 
texto comparten su mirada al futuro y su capacidad de integración de la 
ciudadanía en una misma comunidad de valores.  
 
Al mismo tiempo, y al igual que con el nacimiento de nuestra 
Constitución, el nuevo Tratado abre una etapa de gran responsabilidad 
política, ya que los gobiernos europeos afrontamos el reto de fomentar 
la gobernabilidad, la eficacia y la participación de la sociedad, para 
edificar una Europa más fuerte, que tenga un mayor peso en el 
escenario mundial.  
 
Nuestro país va a tener un papel básico y esencial en la construcción 
de esta nueva Europa. La Presidencia Española del próximo semestre 
coincide con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, a la vez que 
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converge con un momento en que la recuperación económica empieza 
a atisbarse en el conjunto de la Unión Europea.  
 
Ambas razones, conceden aún más importancia a esta Presidencia, ya 
que Europa debe contribuir de forma destacada a crear un nuevo 
contexto internacional más favorable para salir de la crisis, que permita 
emprender un nuevo período de recuperación sobre bases más sanas y 
sostenibles.  
 
Para ello, es necesario que construyamos una Europa fortalecida 
políticamente, capaz de jugar su papel de actor global y de integrarse 
verdaderamente en un mundo multipolar, ya que si caminamos por esta 
senda, no sólo daremos una batalla global contra la crisis y a favor del 
empleo, sino que seremos capaces de articular, por primera vez en 
nuestra historia, una respuesta mundial a los nuevos desafíos 
mundiales.  
 
Ha llegado el momento de que el mundo avance en una nueva 
dirección. Por ello, debemos asumir la responsabilidad política de 
establecer nuevas normas que fortalezcan los métodos de 
funcionamiento del sistema financiero, para poner fin a los abusos y a 
los excesos que nos llevaron a esta gran crisis que estamos 
padeciendo.  
 
Una crisis, que nos ha demostrado que estamos unidos en lo bueno 
pero también en lo malo, y que implica, claramente, que  la 
globalización tiene que ser gobernada. 
 
Por ello, debemos potenciar el multilateralismo en la toma de 
decisiones. Al igual que el nuevo escenario global en el que nos 
encontramos ha posibilitado una innovadora concepción de las 
relaciones económicas, en las que los Estados se ponen de acuerdo 
para dar soluciones globales a problemas que también son globales, 
debemos trabajar imperiosamente a favor de un nuevo orden mundial, 
de una nueva gobernanza, en la que existan reglas más justas y más 
universales, en la que impere una mayor transparencia y en la que, en 
definitiva, haya más democracia. 
 
Necesitamos respuestas globales pues, pero también desarrollar 
políticas nacionales coordinadas y dirigidas a fines compartidos. Por 
ello, todos los países debemos trabajar en una economía sustentada en 
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el conocimiento y la innovación, y con oportunidades para todos; una 
economía que aumente el empleo y garantice la cohesión social. 
 
Y para ello, necesitamos impulsar un modelo económico sostenible, 
que apueste por una economía más innovadora, más competitiva, con 
una mejora significativa del capital humano, fruto de la educación y la 
formación, como claves para adaptarnos a los desafíos globales. 
 
Lógicamente, para la consecución de este objetivo, se requiere el 
compromiso permanente de todos; necesitamos un esfuerzo colectivo, 
un esfuerzo de país. Y al igual que lo hicimos de forma admirable 
durante la Transición, necesitamos que esta generación de españoles 
sea tan lúcida y razonable como la de 1978, y seamos capaces entre 
todos de estar a la altura del desafío que tenemos por delante, 
apostando por el consenso y el pacto como método para acercarnos a 
las razones y expectativas del otro. 
 
Por ello mismo, la renovación de nuestro modelo productivo no puede 
concebirse sin la participación y la colaboración de todas 
administraciones públicas: ayuntamientos, Comunidades Autónomas y, 
por supuesto, de los agentes sociales.  
 
Del mismo modo, también será necesario, y debemos convertirlo en 
posible, un acuerdo básico entre las fuerzas políticas, en torno a 
algunas cuestiones que, cara al futuro, demandan un grado razonable 
de consenso y, por tanto, de estabilidad. Me refiero, en particular, a la 
educación y a la energía, terrenos en los que tenemos que delimitar un 
espacio común que quede al margen de la controversia y de la 
incertidumbre política, y en los que debemos anteponer el interés de las 
generaciones futuras. 
 
Amigos y amigas, a lo largo de estos 31 años de Constitución se ha 
producido en España el mayor cambio en la estructura de nuestro 
Estado en casi 200 años.  
 
Desde que tuvimos el primer Estado constitucional en el primer tercio 
del siglo XIX, España ha sufrido uno de los mayores, más rápidos y 
profundos procesos de descentralización administrativa y política de 
Europa, y quizá del mundo, en los últimos 50 años.  
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Los españoles nos dotamos de una Constitución que ha sabido dirigir 
nuestro Estado haciéndolo grande en el tablero internacional, sin perder 
un ápice de nuestra diversidad.  
 
De hecho, gracias al esfuerzo de todos, en el marco del sistema 
constitucional, España no sólo ha tenido una trayectoria de 
convergencia económica y social con la Unión Europea, sino que es 
uno de los países miembros en los que se ha producido un proceso 
más intenso de convergencia interior, de manera que hemos podido 
evitar que se ampliase la brecha interna que caracterizó a España 
antes de la Constitución del 78, y que tantas dolorosas secuelas 
sociales nos ha conllevado. 
 
A lo largo de estos 31 años, el texto de 1978 ha demostrado con creces 
que podía y sabía acompañarnos, hasta el punto de que la Constitución 
de 1978 se ha enraizado de forma muy profunda en la sociedad 
española.  
 
También, en particular, en la sociedad andaluza, que se reconoce 
abierta y sinceramente en los valores constitucionales. En estos más de 
treinta años, Andalucía ha evolucionado considerablemente, como 
nunca en su historia, en el campo social, cultural, económico e 
institucional. La sociedad andaluza se ha hecho más fuerte, más sólida, 
más justa, y se ha insertado plenamente en el contexto europeo, del 
que es parte activa. 
 
Este proceso ha sido posible gracias al modelo de distribución territorial 
del poder previsto en la Constitución, y que se ha apoyado en el 
complejo equilibrio de los principios de unidad, autonomía y solidaridad 
que ha defendido siempre esta Comunidad.  
 
En realidad, esa posición equilibrada fue la principal contribución de 
Andalucía, en su momento, a la formalización y desarrollo del Estado 
Autonómico y, más recientemente, lo ha sido a su reforma y 
modernización, proceso en el que ha vuelto a jugar un papel destacado 
con la elaboración y aprobación de su nuevo Estatuto, uno de los 
primeros de los llamados de nueva generación.  
 
Desde el Gobierno de España entendemos que es fundamental 
mantener ese espíritu integrador de las distintas aspiraciones 
territoriales que ha caracterizado siempre todo el proceso de 
construcción del Estado de las Autonomías. Algunos parece que están 
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empeñados en mirar atrás, pero yo estoy seguro de que la inmensa 
mayoría de la sociedad española quiere mirar hacia delante y construir 
un futuro de progreso y convivencia entre todos. 
 
Con todo, la Constitución es una norma jurídica, la de superior rango y 
valor del ordenamiento, cuyas posibilidades de adaptación a la 
realidad social cambiante dependen en buena medida de lo que 
establezca su intérprete supremo, el Tribunal Constitucional. Pieza 
esencial de nuestro Estado de Derecho, respecto a la cual todos, ya 
sea en el Gobierno o en la oposición, debemos actuar siempre con la 
mayor responsabilidad. 
 
Responsabilidad a la hora de facilitar su renovación, de acuerdo con 
las previsiones constitucionales; responsabilidad a la hora de respetar 
su trabajo cotidiano y responsabilidad a la hora de comentar sus 
decisiones y de someterlas, en su caso, a una crítica que, no por libre, 
debe estar exenta de mesura.  
 
A lo largo de estos años, el Tribunal Constitucional ha realizado una 
labor muy meritoria, imprescindible en realidad, para precisar el 
contenido y la protección de los derechos, para dilucidar las disputas 
competenciales inherentes a nuestro Estado compuesto y para 
depurar normas inconstitucionales.  
 
La democracia española y nuestra Constitución necesitan que esta 
labor se siga desarrollando en el futuro con el mismo sentido 
institucional y calidad técnica acreditadas en estas tres décadas. 
 
Por todo ello, respetar y facilitar la tarea del Tribunal Constitucional es 
una obligación de todos los que tenemos responsabilidades públicas. 
Nos va mucho en ello. 
 
Amigos y amigas, conmemoramos 31 años de Constitución en nuestro 
país, pero a la par tenemos la obligación de recordar y honrar, el trabajo 
constante y leal de varias generaciones de españoles que fueron 
plenamente conscientes de la necesidad histórica que tenía nuestro 
país de poner fin al desencuentro social y territorial, a la intolerancia 
enquistada y a la desigualdad, y poder construir, así, los fundamentos 
de nuestra libertad y nuestro progreso social. 
 
En la Transición democrática, los españoles encontramos 
colectivamente el camino, en el que lógicamente ha habido, hay y habrá 
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dificultades, pero es un camino que no tiene marcha atrás. Es el camino 
que recorrimos juntos hace más de 30 años, para defender y extender 
nuestra libertad, afianzar nuestra convivencia y garantizar el bienestar 
social. 
 
Por ello, nuestra Constitución está tan viva como el primer día, porque 
vive y crece con nosotros, porque es propiedad de los ciudadanos 
españoles, porque es el instrumento más valioso para la integración de 
nuestra comunidad política y porque nos permite responder a los 
desafíos del presente y a los que puedan surgir en el futuro. 
 
Como dijo Francisco Tomás y Valiente, con cuyas palabras quisiera 
terminar esta intervención, “bajo esa simbiosis de ética, utopía y 
técnica jurídica que es la Constitución como norma jurídica suprema, 
aquí y ahora este pueblo puede y quiere convivir en paz”. 
 
Muchas gracias y reitero mi enhorabuena a los premiados en el día de 
hoy. 


